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León, Guanajuato, a 07 siete de junio del año 2016 dos mil dieciséis. . . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 325/2013-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta …, en contra del TESORERO MUNICIPAL, DEL DIRECTOR GENERAL DE INGRESOS, DEL DIRECTOR DE EJECUCIÓN y del MINISTRO EJECUTOR …, todos del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que la parte actora impugna el requerimiento de pago del impuesto predial …. Y la existencia del acto impugnado se encuentra acreditada en autos de la presente causa administrativa, con la copia al carbón del citado requerimiento de pago y con el reconocimiento del acto que hacen las autoridades en su respectiva contestación de demanda, al ofrecer como prueba dicha copia. . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Las autoridades demandadas en la contestación de la demanda, oponen las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

La  falta de  acción y  carencia de  derecho, para  efectos de este proceso se 
estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que al señalarse al actor como destinatario de los actos combatidos, cuenta con interés jurídico para impugnarlos, toda vez que se encuentran dirigidos hacia su persona y con ese carácter de destinatario de los actos impugnados está en aptitud de intentar la demanda que nos ocupa, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 

La excepción derivada de los artículos 136, 137 y 138 del referido Código de 

Procedimiento y Justicia Administrativa, la opone, bajo el argumento de que los actos impugnados reúnen los requisitos de los numerales en cita; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos expresados podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar su legalidad o ilegalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

La excepción Nom Mutati Libeli, para el efecto de que una vez agotadas las etapas de contestación de la demanda, las posibles modificaciones o ampliaciones no sean consideradas, se considera que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, incurriría en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ante lo infundado de las excepciones y defensas, además advirtiéndose que las autoridades no expresan causales de improcedencia y estimándose que de autos no se desprende la actualización de ninguna causal de las previstas en el citado artículo 261, en el siguiente considerando se abordará el estudio de los conceptos de impugnación que hizo valer la actora en su demanda. . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que la actora en el inciso a) del primer concepto de impugnación de la demanda alega en lo esencial que es conocido por explorado derecho, que a efecto de garantizar los más elementales derechos de los particulares, frente a los actos de autoridad, es menester que éstos cumplan con todas y cada una de las formalidades que establece la Ley de la materia, mismas que le dan validez al mismo y que no fueron cumplidos en la presenta causa: a).- Constar por escrito, indicar la autoridad de la que emana y contener la firma autógrafa de quien lo emite, caso que en la especie no ocurre ya que el documento mediante el cual pretende notificárseme legalmente carece de firma autógrafa de la autoridad demandada. En tanto, que el Director de Ejecución en la contestación, expresa en lo toral que el primer concepto de impugnación resulta  improcedente, ya que se emitió cumpliendo con lo establecido en los artículo 137 y 138 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es decir con la debida fundamentación y motivación, y en estricta observancia a lo establecido por la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es FUNDADO, este concepto de impugnación en mérito de las  siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .      
En principio, se impone señalar que del razonamiento vertido en el inciso a) del primer concepto de impugnación, se desprende que la actora señala cuál es la lesión o afectación que estima le causa el acto fiscal impugnado y los motivos que originaron ese agravio, en virtud de que arguye que el requerimiento de pago, carece de la firma autógrafa de la autoridad que lo emite, por ende, resulta evidente que se expresa con claridad la causa de pedir. Al respecto, resulta ilustrativo como criterio orientador el sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XII, Agosto de 2000; Tesis: P./J. 68/2000; visible a Página 38, bajo el rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.”, en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, cabe precisar que de acuerdo a lo estipulado por la fracción V del  artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, la firma autógrafa constituye un elemento de validez del acto administrativo, numeral que al respecto establece: . . . . .  . . . . . . 
“Artículo 137.- Son elementos de validez del acto administrativo:

V.- Constar por escrito, indicar la autoridad de la que emane y contener la firma autógrafa o electrónica del servidor público, salvo en aquellos casos en que se trate de negativa o afirmativa fictas, o el ordenamiento aplicable autorice una forma distinta de emisión, inclusive medios electrónicos;”

Bajo la tesitura de este precepto legal, el Director de Ejecución se encuentra constreñido a emitir sus actos con firma autógrafa; sin embargo, a simple vista se advierte que el requerimiento de pago combatido, no contiene una firma autógrafa, por no estar estampada en original, de puño y letra del referido funcionario, pues la que aparece está impresa en papel autocopiable, circunstancia que implica desatender la señalada obligación, pues como se dijo, el acto impugnado no ostenta la firma original, por tanto, a éste le falta un requisito esencial, como lo es la firma autógrafa del Director de Ejecución, que fue quien lo emitió; pues, la firma autógrafa es un requisito esencial de validez del acto fiscal combatido, de acuerdo a lo señalado por el artículo 137, fracción V, del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa dado que a través de la firma se expresa la voluntad de la autoridad municipal, en consecuencia, la exteriorización del acto con firma impresa en papel autocopiable, no constituye una manifestación de voluntad externada mediante la firma autógrafa, acontecimiento que crea un acto de molestia que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, en virtud de que el requerimiento de pago del impuesto predial no está revestido de todos y cada uno de los elementos de validez exigidos por el citado artículo 137; pues, la firma en original es un elemento que le da forma y validez al acto fiscal impugnado, omisión que desvirtúa la presunción de legalidad del referido requerimiento de pago; por consiguiente, si este elemento le da seguridad jurídica al particular, entonces su omisión crea una molestia y constituye la existencia de un vicio de naturaleza formal, el que de acuerdo a lo establecido por el artículo 143 del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, produce la ilegalidad del acto impugnado en este proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En  consecuencia,  el   requerimiento  de  pago,  resulta  ilegal  y   afecta  de 
manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora y se viola en su perjuicio el artículo 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por tanto, con fundamento en los artículos 300, fracción II, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad del requerimiento de pago del impuesto predial, … … integrado por los siguientes conceptos: … impuesto predial que comprende del primer bimestre del año 2007 dos mil siete  al segundo bimestre del año 2013 dos mi trece; … recargos; y, … gastos de ejecución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- La argumentación esgrimida en el concepto de impugnación analizado en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás  concepto de impugnación expresados en la demanda, toda vez que de proceder alguno de estos, en nada variaría el sentido de esta sentencia;. Al respecto sirve de apoyo, como criterio orientador, la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y 302 fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD del requerimiento de pago del impuesto predial, … integrado por los siguientes conceptos: …impuesto predial que comprende del primer bimestre del año 2001 dos mil siete  al segundo bimestre del año 2013 dos mi trece; … recargos; y, … gastos de ejecución. Lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . 
Así lo resolvió y firma, … el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

